
Secretaría General Plaza de Viriato, s/n
Tlf-.- 980 55 93 00
Fax.- 980 53 04 30

N/EXP.: 2025/2025

Anuncio ASUNTO:  Bolsa  de  trabajo  tipo  B  de  técnico  de 
administración general

El tribunal, en sesión celebrada el 1 de agosto de 2025, adoptó el siguiente 
acuerdo: 

Examinada la documentación obrante en el expediente, se han apreciado los 
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Único.- De conformidad con las bases aprobadas por la Presidencia mediante 
decreto nº 2025-1884, de 27 de marzo de 2025 (BOP de Zamora nº 38, de 2 de  
abril de 2025), se viene desarrollando el proceso selectivo para la formación de 
una bolsa de trabajo tipo B de técnico de administración general.

Sobre estos antecedentes cabe formular los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Los  órganos  de  selección  de  los  empleados  públicos  tienen  conferida 
ordinariamente la potestad de interpretar las bases del procedimiento selectivo 
con el fin adecuar la convocatoria a las circunstancias concretas. Por ello, la 
jurisprudencia ha considerado que los tribunales calificadores tienen un ámbito 
decisor propio para resolver todas las dudas que el desarrollo de las pruebas 
selectivas  pueda  ocasionar,  pero  con  plena  vinculación  a  las  bases  de  la 
convocatoria (por toda, Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de octubre de 
1992, 11 de diciembre de 1998 y 3 de febrero y 30 de noviembre de 2000 y 
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia  de  Extremadura  núm.  36/2002,  de  14  de  marzo,  en  el  recurso 
contencioso-administrativo núm. 132/2001).

II. Atendiendo  al  apartado  1  del  artículo  82  de  la  Ley  del  Procedimiento 
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  instruidos  los 
procedimientos,  e  inmediatamente  antes  de  redactar  la  propuesta  de 
resolución, se pondrán de manifiesto a los interesados o, en su caso, a sus 
representantes, para lo que se tendrán en cuenta las limitaciones previstas en 
su caso en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre.
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Sigue diciendo ese mismo artículo que los interesados, en un plazo no inferior 
a diez días ni superior a quince, podrán alegar y presentar los documentos y 
justificaciones que estimen pertinentes. Este plazo se computará siguiendo el 
régimen previsto en el artículo 30 de la citada Ley 39/2015.

Por todo lo expuesto, este tribunal, en ejercicio de las competencias que le 
atribuye la vigente legislación, adopta el siguiente

ACUERDO

Primero.-  Establecer  provisionalmente  las  siguientes  respuestas  como 
correctas en relación con el ejercicio para la formación de una bolsa de trabajo 
tipo B de técnico de administración general:

Preguntas titulares

1 c 2 a 3 c 4 a 5 b 6 b 7 d 8 b 9 b 10 c

11 c 12 a 13 c 14 b 15 b 16 b 17 b 18 b 19 c 20 c

21 d 22 c 23 b 24 b 25 b 26 c 27 a 28 b 29 c 30 d

31 c 32 d 33 b 34 c 35 a 36 d 37 c 38 d 39 b 40 c

41 c 42 a 43 d 44 b 45 c 46 a 47 d 48 b 49 b 50 b

51 a 52 a 53 b 54 c 55 c 56 d 57 a 58 c 59 c 60 b

61 d 62 a 63 a 64 d 65 d 66 a 67 a 68 b 69 a 70 d

71 b 72 b 73 c 74 a 75 b 76 d 77 a 78 a 79 c 80 b

Preguntas adicionales de reserva

81 b 82 b 83 b 84 d 85 a 86 c 87 c 88 a

Segundo.- Poner de manifiesto el procedimiento a los interesados para que en 
un plazo de  diez días, contados a partir del siguiente a aquel en que tenga 
lugar la publicación de este acto en el  tablón de anuncios de la Diputación 
Provincial  de  Zamora,  puedan  alegar  y  presentar  los  documentos  y 
justificaciones que estimen pertinentes.

Contra  el  presente  acto,  que  no  pone  fin  a  la  vía  administrativa,  no  cabe 
recurso alguno, si bien podrá alegarse lo que se estime procedente para su 
consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento.

DOCUMENTO FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE
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EXAMEN BOLSA DE EMPLEO DE TÉCNICO DE ADMINISTRACIÓN 
GENERAL

1. Indica la respuesta correcta, según se establece en el artículo 77 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen  al  ordenamiento  jurídico  español  las  Directivas  del  Parlamento 
Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014:

a) La clasificación de las empresas tendrá una vigencia de 5 años prorrogables 
otros 5 a solicitud del empresario.

b) Se podrá sustituir el requisito de la clasificación por la de la solvencia técnica 
en los contratos de obras de valor estimado igual a 500.000 euros.

c) Para los contratos de servicios no será exigible  la  clasificación del 
empresario.

d)  Se  exigirá  la  clasificación  a  los  empresarios  no  españoles  de  Estados 
miembros de la Unión Europea.

2. Según se establece en el artículo 234 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre,  
de Contratos del  Sector Público, por la que se transponen al  ordenamiento 
jurídico  español  las  Directivas  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la contratación conjunta 
de la elaboración de proyecto y la ejecución de las obras:

a) Tiene carácter excepcional y solo podrá efectuarse en los supuestos 
detallados  en  dicho  artículo  y  cuya  concurrencia  deberá  justificarse 
debidamente en el expediente.

b) Tiene carácter ordinario.

c) Solo se permite en las obras de primer establecimiento.

d) Solo se permite en las obras cuyo valor estimado supere los 500.000 euros.

3. Según se establece en el artículo 245 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre,  
de Contratos del  Sector Público, por la que se transponen al  ordenamiento 
jurídico  español  las  Directivas  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014,  no es una causa de 
resolución del contrato de obras, además de las generales de la Ley:

a) El desistimiento.

b)  La  suspensión de la  iniciación  de las  obras  por  plazo superior  a  cuatro 
meses.

c) La suspensión de las obras por plazo superior a seis meses por parte 
de la Administración.

d) La demora injustificada en la comprobación del replanteo.
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4. Según se establece en el artículo 131 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre,  
de Contratos del  Sector Público, por la que se transponen al  ordenamiento 
jurídico  español  las  Directivas  del  Parlamento  Europeo  y  del  Consejo 
2014/23/UE  y  2014/24/UE,  de  26  de  febrero  de  2014,  los  contratos  que 
celebren  las  administraciones  Públicas  se  adjudicaran  ordinariamente 
utilizando:

a) El procedimiento abierto o el procedimiento restringido.

b)  El  procedimiento  abierto,  el  procedimiento  restringido  o  el  procedimiento 
negociado sin publicidad.

c)  El  procedimiento  abierto,  el  procedimiento  restringido,  el  procedimiento 
negociado sin publicidad o el diálogo competitivo.

d)  El  procedimiento  abierto,  el  procedimiento  restringido,  el  procedimiento 
negociado  sin  publicidad,  el  diálogo  competitivo  y  la  asociación  para  la 
innovación.

5. Una vez interpuesto el recurso especial en materia de contratación:

a) El procedimiento de contratación se suspenderá automáticamente.

b) Quedará en suspenso la tramitación del procedimiento cuando el acto 
recurrido  sea  el  de  adjudicación,  salvo  en  el  supuesto  de  contratos 
basados en un acuerdo marco o de contratos específicos en el marco de 
un  sistema  dinámico  de  adquisición,  sin  perjuicio  de  las  medidas 
cautelares que en relación a estos últimos podrían adoptarse.

c) Se suspende el procedimiento de contratación cuando el acto recurrido sea 
el de aprobación del pliego de cláusulas administrativas particulares, salvo en 
el  supuesto  de  contratos  basados  en  un  acuerdo  marco  o  de  contratos 
específicos en el marco de un sistema dinámico de adquisición, sin perjuicio de 
las medidas cautelares que en relación a estos últimos podrían adoptarse.

d) No se suspende nunca el procedimiento de contratación.

6.  ¿Qué  se  entiende  por  empresa  de  nueva  creación  en  un  contrato  de 
suministro  no  sujeto  a  regulación  armonizada,  según  lo  establecido  en  el 
artículo  89  de  la  Ley 9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  
Público,  por  la  que  se  transponen  al  ordenamiento  jurídico  español  las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 
26 de febrero de 2014?

a) Aquella que tenga una antigüedad inferior a tres años.

b) Aquella que tenga una antigüedad inferior a cinco años.

c) Aquella que tenga una antigüedad inferior a dos años.

d) Aquella que tenga una antigüedad inferior a ocho años.
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7. Conforme al artículo 11 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, relativo a las encomiendas de gestión, ¿cuál de las 
siguientes afirmaciones es la correcta?:

a) Pueden tener por objeto prestaciones propias de los contratos regulados en 
la  legislación  de contratos  del  sector  público,  siempre que se  motive  en el 
expediente.

b) No suponen la cesión de la titularidad de la competencia ni de los elementos 
determinantes de su ejercicio.

c)  Puede  efectuarse  a  Entidades  de  Derecho  Privado  pertenecientes  a  la 
misma  administración,  siempre  que  entre  sus  competencias  estén  las 
actividades que se quiere encomendar.

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

8. En relación con las mesas de contratación en las entidades locales y de 
conformidad con la disposición adicional segunda de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  por  la  que  se  transponen  al 
ordenamiento  jurídico  español  las  Directivas  del  Parlamento  Europeo  y  del  
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, ¿cuál de las 
siguientes afirmaciones es la correcta?

a) En ningún caso podrán estar presididas por un miembro de la Corporación.

b)  En ningún caso podrán  formar  parte  de las  mesas de  contratación 
personal eventual.

c) En el ámbito de la administración local no se podrán constituir mesas de 
contratación permanentes.

d) En ningún caso podrá formar parte de las mesas de contratación personal 
interino.

9.  Según el  artículo  9.3  de  la  Ley 40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen 
Jurídico  del  Sector  Público  la  delegación  de competencias  y  su  revocación 
deberán publicarse:

a)  Siempre en el  Boletín  Oficial  del  Estado y  potestativamente  en el  de  la 
Comunidad Autónoma y en el de la Provincia.

b) En el Boletín Oficial del Estado, en el de la Comunidad Autónoma o en 
el de la Provincia según la Administración a que pertenezca el órgano 
delegante y el ámbito de territorial de competencia de éste.

c) En el Boletín Oficial del Estado, en el de la Comunidad Autónoma o en el de  
la Provincia a elección del órgano delegante

d)  Al  menos  en  dos  boletines  oficiales  a  elección  del  órgano  delegante 
debiendo ser uno de ellos el Boletín Oficial del Estado.
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10. De conformidad con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 
26 de febrero de 2014, ¿cuál de los siguientes tipos de contratos está excluido 
del ámbito de la citada Ley?

a) Contrato de concesión de obras públicas.

b) Contrato de concesión de servicios.

c) Contrato relativo a servicios de arbitraje y conciliación.

d)  Contrato  de  suministro  que  tenga  por  objeto  la  adquisición  y  el 
arrendamiento  de  equipos  y  sistemas  de  telecomunicaciones  o  para  el 
tratamiento de la información.

11. De conformidad con el artículo 50 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 
español  las Directivas del  Parlamento Europeo y del  Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, el plazo general para la interposición 
del recurso especial en materia de contratación es de:

a) 15 días naturales.

b) 20 días naturales.

c) 15 días hábiles.

d) 20 días hábiles.

12. Conforme al artículo 20.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, son órganos colegiados:

a) Aquellos que se creen formalmente y estén integrados por tres o más 
personas, a los que se atribuyan funciones administrativas de decisión, 
propuesta,  asesoramiento,  seguimiento  o  control,  y  que  actúen 
integrados  en  la  Administración  General  del  Estado  o  alguno  de  sus 
Organismos públicos.

b) Aquellos que se  creen formalmente  y  estén integrados por  cinco o más 
personas,  a  los  que  se  atribuyan  funciones  administrativas  de  trámite  o 
colaboración, y que actúen integrados en la Administración General del Estado 
o alguno de sus Organismos públicos.

c)  Aquellos  que  se  creen  formalmente  y  estén  integrados  por  tres  o  más 
personas, a los que se atribuyan funciones administrativas de correspondencia, 
manejo de documentos, archivo de información y otros similares, y que actúen 
integrados  en  la  Administración  General  del  Estado  o  alguno  de  sus 
Organismos públicos.

d)  Aquellos que se  creen formalmente  y  estén integrados por  cinco o más 
personas,  a  los  que se  atribuyan exclusivamente  funciones de propuesta  y 
resolución y que actúen integrados en la Administración General del Estado o 
algunos de sus organismos públicos.
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13. De acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre de Contratos del Sector  
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico españolas Directivas 
del  Parlamento  Europeo y del  Consejo 2014/23/UE y2014/24/UE,  de 26 de 
febrero de 2014, es contrato de servicios:

a)  Aquel  en  cuya  virtud  uno  o  varios  poderes  adjudicadores  encomiendan 
artículo oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un 
servicio cuya prestación sea de su titularidad o competencia. 

b) El que tiene por objeto la realización, por cualquier medio, de una obra que 
cumpla los requisitos fijados por la entidad del sector público contratante que 
ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra. 

c)  El  que  tiene  por  objeto  prestaciones  de  hacer  consistentes  en  el 
desarrollo  de una actividad o dirigidas a la  obtención de un resultado 
distinto  de  una  obra  o  suministro,  incluyendo  aquellos  en  que  el 
adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por 
precio unitario.

d)  El  que  tiene  por  objeto  la  adquisición,  el  arrendamiento  financiero,  o  el  
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.

14. Según el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la  
igualdad efectiva de mujeres y hombres, se considera discriminación directa 
por razón de sexo, señale la respuesta correcta:

a)  La  situación  en  que  una  disposición,  criterio  o  práctica  aparentemente 
neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a 
personas  del  otro,  salvo  que  dicha  disposición,  criterio  o  práctica  puedan 
justificarse objetivamente en atención a una finalidad legítima y que los medios 
para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.

b) La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o 
pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable 
que otra en situación comparable.

c) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, 
con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno 
intimidatorio, degradante u ofensivo.

d)  Cualquier  tratamiento  de  derecho  o  de  hecho  en  que  se  menoscaben 
derechos de la mujer.

15. Según se detalla en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de 
las  Administraciones  Públicas,  no  es  un  principio  relativo  a  los  bienes  y 
derechos de dominio privado de las Administraciones Públicas:

a) Eficiencia y economía en su gestión. 

b) Inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad.

c) Eficacia y rentabilidad en la explotación de estos bienes y derechos.

d) Identificación y control a través de inventarios o registros adecuados.
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16. Señale la respuesta incorrecta en relación con el campo “Cco” de un correo 
electrónico:

a) Las personas incluidas en el campo “Cco” no puede ver el nombre de los 
demás destinatarios del campo “Cco”.

b) Los destinatarios del campo “Cco” ven a las personas que has añadido 
en todos los campos.

c) Los destinarios del campo “Para” no saben que has añadido más gente al 
campo “Cco”.

d) Si alguien contesta a todos los destinatarios del mensaje, los incluidos en el  
campo “Cco” no ven esa respuesta.

17. La participación de los municipios en los tributos del Estado:

a) Se regula en la sección primera del Capítulo IV del Título II del Real Decreto 
2/2004, de 5 de marzo, por el  que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Reguladora  de las  Haciendas Locales  siempre que los  municipios  no sean 
capitales de provincia o de Comunidad Autónoma.

b) Se regula en la sección segunda del Capítulo IV del Título II del Real 
Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales siempre que los 
municipios tengan población de derecho inferior a 75.000 habitantes.

c) Se regula en la sección segunda del Capítulo IV del Título II del Real Decreto 
legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales siempre que los municipios tengan 
población de derecho igual o superior a 75.000 habitantes.

d)  Se  regula  en  la  sección  segunda  del  Capítulo  IV  del  Título  II  del  Real 
Decreto  legislativo  2/2004,  de  5  de marzo,  por  el  que  se  aprueba  el  texto 
refundido de la  Ley Reguladora de las Haciendas Locales siempre que los 
municipios sean capitales de provincia o de Comunidad Autónoma.

18. ¿Cuál de los siguientes impuestos locales, no es de obligatoria exigencia 
por parte de los Ayuntamientos?

a) Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.

b) Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana.

c) Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

d) Impuesto sobre Actividades Económicas.
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19.  Tratándose  de  inmuebles  de  uso  residencial  que  se  encuentran 
desocupados con carácter permanente los ayuntamientos podrán exigir:

a) Un recargo de hasta el 10 por ciento de la cuota líquida del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles. 

b) Un recargo de hasta el 20 por ciento de la cuota líquida del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles.

c) Un recargo de hasta el 50 por ciento de la cuota líquida del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles.

d) Un recargo de hasta el 60 por ciento de la cuota líquida del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles.

20. ¿En qué momento se devenga el Impuesto sobre Bienes Inmuebles? 

a) El día que se efectúa el pago del citado impuesto. 

b) El último día del periodo impositivo.

c) El 1 de enero.

d) El primer día del trimestre en el que se adquiere el inmueble.

21.  Sobre  las  cuotas  fijadas  en  las  tarifas  del  Impuesto  sobre  Actividades 
Económicas  se  aplicará,  en  todo  caso,  un  coeficiente  de  ponderación 
determinado en función del  importe neto de la  cifra  de negocios del  sujeto 
pasivo. El coeficiente máximo queda establecido en:

a) 1,31. 

b) 1,32.

c) 1,33.

d) 1,35.

22.  La  inspección  del  Impuesto  sobre  Actividades Económicas se  llevará  a 
cabo:

a) Por los ayuntamientos.

b)  Por  los  ayuntamientos,  diputaciones  provinciales,  cabildos  o  consejos 
insulares y otras entidades locales reconocidas por las leyes y comunidades 
autónomas que lo soliciten.

c)  Por  los  órganos  competentes  de  la  Administración  tributaria  del 
Estado.

d) Por los tribunales ecómico-administrativos del Estado.
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23. No están exentos del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica:

a) Las ambulancias y demás vehículos directamente destinados a la asistencia 
sanitaria o al traslado de heridos o enfermos. 

b) Los vehículos matriculados en los registros públicos correspondientes 
y mientras no hayan causado baja en estos.

c) Los tractores, remolques, semirremolques y maquinaria provistos de Cartilla 
de Inspección Agrícola.

d)  Los  vehículos  de  representaciones  diplomáticas,  oficinas  consulares, 
agentes  diplomáticos  y  funcionarios  consulares  de  carrera  acreditados  en 
España,  que  sean  súbditos  de  los  respectivos  países,  externamente 
identificados y a condición de reciprocidad en su extensión y grado. 

24. Los autobuses, microbuses y demás vehículos destinados o adscritos al 
servicio  de  transporte  público  urbano,  estarán  exentos  del  Impuesto  sobre 
Vehículos de Tracción Mecánica:

a)  Siempre  que  tengan  una  capacidad  de  nueve  plazas,  incluida  la  del 
conductor.

b)  Siempre  que  tengan  una  capacidad  que  exceda  de  nueve  plazas, 
incluida la del conductor.

c)  Siempre  que  tengan  una  capacidad  de  siete  plazas,  excluida  la  del 
conductor.

d) Siempre que tengan una capacidad que exceda de ocho plazas, incluida la 
del conductor.

25. El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras se devenga:

a) En el momento en que se adquiere la correspondiente licencia.

b) En el momento en el que se inicia la construcción, instalación u obra.

c)  En  el  momento  en  que  se  notifica  la  concesión  de  la  correspondiente 
licencia.

d) En el momento en el que finaliza la construcción, instalación u obra. 
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26. A favor de las construcciones, instalaciones u obras que sean declaradas 
de especial  interés o utilidad municipal por concurrir  circunstancias sociales, 
culturales,  histórico  artísticas  o  de  fomento  del  empleo  que  justifiquen  tal 
declaración, el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
cuando  regula  el  Impuesto  sobre  Construcciones,  Instalaciones  y  Obras, 
reconoce una bonificación:

a) De hasta el 90 por ciento.

b) De hasta el 50 por ciento.

c) De hasta el 95 por ciento.

d) Como mínimo del 50 por ciento.

27. Las entidades locales podrán exigir tasas por los servicios de:

a) Enarenado de vías públicas a solicitud de los particulares. 

b) Alumbrado y limpieza de las vías públicas.

c) Protección civil.

d) Abastecimiento de aguas en fuentes públicas.

28. La base imponible de las contribuciones especiales está constituida …

a) Como mínimo, por el 70 por ciento del coste que la entidad local soporte por 
la  realización  de  las  obras  o  por  el  establecimiento  o  ampliación  de  los 
servicios.

b)  Como máximo,  por  el  90  por  ciento  del  coste  que  la  entidad  local 
soporte  por  la  realización  de  las  obras  o  por  el  establecimiento  o 
ampliación de los servicios.

c) Como mínimo, por el 90 por ciento del coste que la entidad local soporte por 
la  realización  de  las  obras  o  por  el  establecimiento  o  ampliación  de  los 
servicios.

d) Como máximo, por el 70 por ciento del coste que la entidad local soporte por 
la  realización  de  las  obras  o  por  el  establecimiento  o  ampliación  de  los 
servicios.

29. Una vez determinada la cuota a satisfacer en las contribuciones especiales, 
la corporación podrá conceder, a solicitud del sujeto pasivo, el fraccionamiento 
o aplazamiento de aquella por un plazo máximo de:

a) Dos años. 

b) Cuatro años.

c) Cinco años.

d) Nueve años.
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30. El artículo 4 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula 
el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local,  
establece que el órgano interventor de la Entidad Local, en el ejercicio de sus 
funciones de control interno, estará sometido a los principios de:

a) Sostenibilidad ambiental e igualdad de género. 

b) Eficiencia, autonomía funcional, independencia y transparencia en la gestión.

c) Legalidad eficiencia, economía y transparencia.

d)  Autonomía  funcional,  ejercicio  desconcentrado  y  procedimiento 
contradictorio.

31. De acuerdo con el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el 
que se  aprueba el  texto  refundido de la  Ley Reguladora  de las  Haciendas 
Locales, no es un recurso que forme parte de la Hacienda de las entidades 
locales:

a) Las subvenciones. 

b) El producto de las operaciones de crédito.

c) Los impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado.

d) Los recursos percibidos en concepto de precios públicos.

32.  La  deuda tributaria  se compone de la  cuota  o cantidad a ingresar  que 
resulta  de la  obligación tributaria  principal  o  de las obligaciones de realizar 
pagos a cuenta. No se integra en la deuda tributaria:

a) Los recargos por declaración extemporánea. 

b) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del  
Tesoro o de otros entes públicos.

c) El interés de demora.

d) Las sanciones tributarias.

33.  El  rey,  después  de  cada  renovación  del  Congreso  de  los  Diputados, 
propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno, previa consulta con: 

a) El presidente del Congreso.

b)  Los  representantes  designados  por  los  grupos  políticos  con 
representación parlamentaria.

c) Los presidentes del Congreso y del Senado.

d) Los representantes designados por los grupos políticos que hayan obtenido 
el mínimo de representación parlamentaria establecida por el Reglamento del 
Congreso de los Diputados.
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34. La circunscripción electoral, en las elecciones a las Cortes de Castilla y 
León, es la provincia. ¿Cuántos procuradores se asignan a cada una de ellas?:

a)  Un  número  mínimo  de  dos  procuradores  y  uno  más  por  cada  45.000 
habitantes o fracción superior a 22.500.

b)  Un  número  mínimo  de  tres  procuradores  y  uno  más  por  cada  50.000 
habitantes o fracción superior a 25.000.

c) Un número mínimo de tres procuradores y uno más por cada 45.000 
habitantes o fracción superior a 22.500.

d)  Un  número  mínimo  de  dos  procuradores  y  uno  más  por  cada  50.000 
habitantes o fracción superior a 25.000.

35.  La  representación  ordinaria  del  Estado  en  la  Comunidad  Autónoma de 
Castilla y León la ostenta: 

a) El Presidente de la Junta de Castilla y León.

b) El Presidente de las Cortes de Castilla y León.

c) El Delegado del Gobierno en Castilla y León.

d) La Junta de Castilla y León.

36. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de 
tratados o convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales: 

a) En todos los casos.

b) Únicamente en los tratados o convenios que afecten a la integridad territorial  
del  Estado  o  que  impliquen  una  cesión  de  soberanía  a  organizaciones 
supranacionales.

c)  En  ningún  caso.  Basta  con  informar  al  Congreso  y  al  Senado  de  su 
celebración.

d) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

37. La iniciativa de la reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León 
ante las Cortes de Castilla y León corresponderá:

a) Únicamente a sus miembros.

b) Únicamente a la Junta de Castilla y León.

c) A una tercera parte de sus miembros o a la Junta de Castilla y León.

d) A dos tercios de sus miembros o a la Junta de Castilla y León.
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38. Son anulables los actos de la Administración que:

a) Lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.

b) Hayan sido dictados por un órgano manifiestamente incompetente por razón 
de la materia o del territorio.

c) Tengan un contenido imposible.

d) Incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la 
desviación de poder.

39. La aprobación de la propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León requerirá:

a) La aprobación de las Cortes de Castilla y León por mayoría absoluta y la 
posterior aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

b) La aprobación de las Cortes de Castilla y León por mayoría de dos 
tercios y la posterior aprobación de las Cortes Generales mediante Ley 
Orgánica.

c) La aprobación de las Cortes de Castilla y León por mayoría de tres quintos y 
la posterior aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

d) La aprobación de las Cortes de Castilla y León por mayoría de tres quintos y  
la posterior aprobación de las Cortes Generales mediante ley ordinaria.

40. ¿Puede otorgarse eficacia retroactiva a un acto administrativo? 

a) Nunca, porque los actos administrativos siempre producen efectos desde la 
fecha en que se dicten o desde la fecha posterior que en ellos se disponga.

b) Sí, siempre que el propio acto administrativo así lo disponga. 

c) Excepcionalmente, cuando los actos se dicten en sustitución de actos 
anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado, 
siempre que los supuestos de hecho necesarios existieran ya en la fecha 
a  que  se  retrotraiga  la  eficacia  del  acto  y  ésta  no lesione  derechos e 
intereses legítimos de otras personas.

d)  Sí,  siempre  que  la  eficacia  no  haya  quedado  demorada  debido  a  la 
necesidad de notificación, publicación o aprobación superior. 

41. Las instituciones básicas de la Comunidad de Castilla y León son:

a) Las Cortes de Castilla y León, la  Junta de Castilla  y  León y el  Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla y León.

b) El Consejo Consultivo, el Consejo de Cuentas y el Procurador del Común.

c) Las Cortes de Castilla y León, el Presidente de la Junta de Castilla y 
León y la Junta de Castilla y León.

d)  El  Consejo  Económico  y  Social,  el  Consejo  Consultivo  y  el  Consejo  de 
Cuentas.
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42. Según lo establecido en el artículo 167.3 de la Constitución española, una 
vez aprobada la reforma constitucional por las Cortes Generales, ¿cuándo será 
sometida a referéndum para su ratificación?:

a)  Cuando  así  lo  soliciten,  dentro  de  los  quince  días  siguientes  a  su 
aprobación,  una  décima  parte  de  los  miembros  de  cualquiera  de  las 
Cámaras.

b) Cuando así lo soliciten, dentro de los treinta días siguientes a su aprobación, 
una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras.

c) Cuando así lo soliciten, dentro de los diez días siguientes a su aprobación, 
una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras.

d) Cuando así lo soliciten, dentro de los treinta días siguientes a su aprobación, 
una tercera parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras.

43.  En  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, ¿cuál de los siguientes conceptos no 
es un “concepto jurídico indeterminado”?

a) Oportunidad.

b) Interés general.

c) Necesidad.

d) Interesado.

44.  ¿En qué supuesto no es necesario que el  representante del  interesado 
acredite la representación con la que actúa?: 

a) Formulación de solicitudes.

b) Realización de actos de mero trámite.

c) Presentación de declaraciones responsables.

d) Interposición de recursos.

45. ¿En qué plazo debe pronunciarse el Congreso de los Diputados sobre la 
convalidación o derogación de un decreto-ley dictado por el Gobierno? 

a) En los quince días siguientes a su promulgación.

b) En los diez días siguientes a su promulgación.

c) En los treinta días siguientes a su promulgación.

d) En los seis meses siguientes a su promulgación.
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46.  Según  el  artículo  76  del  Estatuto  de  Autonomía  de  Castilla  y  León, 
corresponde  a  la  Comunidad  de  Castilla  y  León,  en  los  términos  que 
establezcan las leyes y las normas reglamentarias que en su desarrollo dicte el 
Estado, la función ejecutiva en la siguiente materia: 

a) Empleo y relaciones laborales.

b) Fomento, regulación y desarrollo de la artesanía.

c) Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

d) Desarrollo rural.

47. No le corresponde al presidente de la Junta, como supremo representante 
de la Junta de Castilla y León: 

a)  Convocar  elecciones  a  las  Cortes  de  Castilla  y  León  de  acuerdo  a  lo 
establecido en la presente norma.

b)  Acordar  la  disolución  de  las  Cortes  de  Castilla  y  León  en  los  términos 
normativamente previstos.

c)  Proponer,  por  iniciativa  propia  o  a  solicitud  de  los  ciudadanos,  de 
conformidad con establecido en el  presente Estatuto y  en la legislación del 
Estado y de la Comunidad, la celebración de consultas populares en el ámbito 
de la Comunidad, sobre decisiones políticas relativas a materias que sean de la 
competencia de ésta.

d)  Interponer  recursos  de  inconstitucionalidad  en  los  términos  que 
establece el artículo 162.1.a) de la Constitución y suscitar,  en su caso, 
conflictos de competencia con el Estado u otra Comunidad Autónoma, 
según  lo  previsto  en  la  Ley  Orgánica  del  Tribunal  Constitucional, 
personándose en estos últimos por acuerdo de las Cortes de Castilla y 
León o por propia iniciativa.

48. Los actos de las Administraciones Públicas dictados prescindiendo total y 
absolutamente  de  las  normas  que  contienen  las  reglas  esenciales  para  la 
formación de la voluntad de los órganos colegiados: 

a) Son anulables.

b) Son nulos de pleno derecho.

c) Son convalidables subsanando los vicios de que adolezcan.

d) Son actos válidos cuando su contenido no infrinja el ordenamiento jurídico.
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49. Según el artículo 191.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, configurarán el remanente de tesorería de la entidad local:

a) Las obligaciones no reconocidas y no satisfechas el último día del ejercicio, 
así  como los  derechos pendientes  de cobro  y  los  fondos líquidos a  31 de 
diciembre.

b) Las obligaciones reconocidas y liquidadas no satisfechas el último día 
del ejercicio, los derechos pendientes de cobro y los fondos líquidos a 31 
de diciembre.

c) Las obligaciones reconocidas y no satisfechas el último día del ejercicio, los 
derechos pendientes de cobro y los fondos líquidos a 1 de enero.

d) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

50. Según el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  reguladora de las 
Bases del Régimen Local, la aprobación de las ordenanzas locales se ajustará 
al siguiente procedimiento:

a) Información pública y audiencia a los interesados del proyecto de ordenanza 
por el plazo mínimo de treinta días para la presentación de reclamaciones y 
sugerencias,  aprobación  inicial  por  el  Pleno,  resolución  de  todas  las 
reclamaciones  y  sugerencias  presentadas  dentro  del  plazo;  aprobación 
definitiva por el Pleno; y exposición pública definitiva.

b) Aprobación inicial por el Pleno; información pública y audiencia a los 
interesados por el plazo mínimo de treinta días para la presentación de 
reclamaciones y sugerencias;  resolución de todas las reclamaciones y 
sugerencias presentadas dentro del plazo y aprobación definitiva por el 
Pleno.

c) Información pública y audiencia a los interesados del proyecto de ordenanza 
por el plazo mínimo de treinta días para la presentación de reclamaciones y 
sugerencias, resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas 
dentro del plazo y aprobación inicial por el Pleno, aprobación definitiva por el 
Pleno.

d) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo de 
treinta días para la presentación de reclamaciones y sugerencias; aprobación 
inicial  por  el  Pleno;  resolución  de  todas  las  reclamaciones  y  sugerencias 
presentadas dentro del plazo y aprobación definitiva por el Pleno.
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51. Según el artículo 13 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  reguladora de las 
Bases del Régimen Local:

a)  La  creación  o  supresión  de  municipios,  así  como  la  alteración  de 
términos municipales, se regularán por la legislación de las Comunidades 
Autónomas  sobre  régimen  local,  sin  que  la  alteración  de  términos 
municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites 
provinciales.  Requerirán  en  todo  caso  audiencia  de  los  municipios 
interesados y dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo 
superior de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, si 
existiere,  así  como  informe  de  la  Administración  que  ejerza  la  tutela 
financiera.  Simultáneamente  a  la  petición  de  este  dictamen  se  dará 
conocimiento a la Administración General del Estado.

b) La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de 
núcleos  de  población  territorialmente  diferenciados,  de  al  menos  10.000 
habitantes  y  siempre  que  los  municipios  resultantes  sean  financieramente 
sostenibles,  cuenten  con  recursos  suficientes  para  el  cumplimiento  de  las 
competencias  municipales  y  no  suponga  disminución  en  la  calidad  de  los 
servicios que venían siendo prestados.

c) Sin perjuicio de las competencias municipales, las Comunidades Autónomas, 
atendiendo a criterios  geográficos,  sociales,  económicos y  culturales,  podrá 
establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de municipios con el fin de 
mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales.

d) Los municipios, con población inferior a 500 habitantes, colindantes dentro 
de  la  misma  provincia  podrán  acordar  su  fusión  mediante  un  convenio  de 
fusión, sin perjuicio del procedimiento previsto en la normativa autonómica. El 
nuevo  municipio  resultante  de  la  fusión  no  podrá  segregarse  hasta 
transcurridos diez años desde la adopción del convenio de fusión.
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52. Según el artículo 29 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  reguladora de las 
Bases del Régimen Local, al tratar el concejo abierto:

a)  Funcionan  en  concejo  abierto,  entre  otros,  los  municipios  que 
tradicional  y  voluntariamente  cuenten  con  ese  singular  régimen  de 
gobierno y administración.

b) La constitución en concejo abierto de los municipios que, por su localización 
geográfica, la mejor gestión de los intereses municipales u otras circunstancias 
lo hagan aconsejable, requiere petición de la mayoría simple de los vecinos, 
decisión  favorable  por  mayoría  de  tres  quintos  de  los  miembros  del 
Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma.

c) En el régimen de concejo abierto, el gobierno y la administración municipales 
corresponden  a  un  Alcalde  y  una  delegación  municipal  compuesta  por  5 
vecinos.  Ajustan  su  funcionamiento  a  los  usos,  costumbres  y  tradiciones 
locales  y,  en  su  defecto,  a  lo  establecido  en  esta  Ley  y  las  leyes  de  las 
Comunidades Autónomas sobre régimen local.

d) Los alcaldes de las corporaciones de municipios de menos de 50 residentes 
podrán convocar a sus vecinos a concejo abierto para decisiones de especial  
trascendencia  para  el  municipio.  En  este  caso,  el  criterio  de  la  Asamblea 
vecinal constituida al efecto tendrá solo carácter consultivo.

53. Según el artículo 20 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  reguladora de las 
Bases del Régimen Local:

a) El alcalde, los tenientes de alcalde, la Junta de Gobierno Local y el Pleno 
existen en todos los ayuntamientos.

b)  El  alcalde,  los  tenientes de alcalde y el  Pleno existen en todos los 
ayuntamientos.

c) El alcalde, y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.

d) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población 
superior a 10.000 habitantes.

54. Según el artículo 21 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  reguladora de las 
Bases del Régimen Local, ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los 
acuerdos del Ayuntamiento, es atribución de:

a) La Junta de Gobierno Local.

b) El secretario.

c) El alcalde.

d) El Pleno.
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55. Según el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales:

a)  Los  bienes  patrimoniales  se  rigen  por  su  legislación  específica,  siendo 
inalienables, inembargables e imprescriptibles.

b) Son bienes de uso público local los destinados directamente al cumplimiento 
de  fines  públicos  de  responsabilidad  de  las  Entidades  locales,  tales  como 
Casas Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que sean de 
las  mismas,  mataderos,  mercados,  lonjas,  hospitales,  hospicios,  museos, 
montes catalogados, escuelas, cementerios, elementos de transporte, piscinas 
y campos de deporte, y, en general, cualesquiera otros bienes directamente 
destinados a la prestación de servicios públicos o administrativos.

c)  Los  bienes  comunales  y  demás  bienes  de  dominio  público  son 
inalienables,  inembargables  e  imprescriptibles  y  no  están  sujetos  a 
tributo alguno.

d) Son bienes de servicio público los caminos, plazas, calles, paseos, parques, 
aguas  de  fuentes  y  estanques,  puentes  y  demás  obras  publicas  de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de la 
competencia de la Entidad local.

56. Según el artículo 109 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el  
que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales:

a) Los bienes inmuebles patrimoniales no podrán enajenarse, sin autorización 
del órgano competente de la Comunidad Autónoma, cuando su valor exceda 
del  30  por  100  de  los  recursos  ordinarios  del  presupuesto  anual  de  la 
Corporación.  No  obstante,  podrán  gravarse  o  permutarse  mediante 
contraprestación  del  10% de  su  valor  catastral  a  Entidades  o  Instituciones 
públicas para fines que redunden en beneficio de los habitantes del término 
municipal, así como a las Instituciones privadas de interés público sin ánimo de 
lucro.

b)  Los  bienes  inmuebles  patrimoniales  no  podrán  enajenarse,  gravarse  ni 
permutarse sin autorización del Pleno de la Corporación Municipal, cuando su 
valor exceda del 50 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto anual  
de la Corporación. 

c)  Los  bienes  inmuebles  patrimoniales  no  podrán  enajenarse,  gravarse  ni 
permutarse  sin  autorización  del  órgano  competente  de  la  Comunidad 
Autónoma, cuando su valor exceda del 50 por 100 de los recursos ordinarios 
del  presupuesto  anual  de  la  Corporación.  No  obstante,  se  dará  cuenta  al  
órgano competente de la Comunidad Autónoma de toda enajenación de bienes 
inmuebles que se produzca.

d) Los bienes inmuebles patrimoniales no podrán enajenarse, gravarse ni 
permutarse  sin  autorización  del  órgano  competente  de  la  Comunidad 
Autónoma,  cuando  su  valor  exceda  del  25  por  100  de  los  recursos 
ordinarios del presupuesto anual de la Corporación. No obstante, se dará 
cuenta  al  órgano  competente  de  la  Comunidad  Autónoma  de  toda 
enajenación de bienes inmuebles que se produzca.
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57. Según el artículo 90.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 
Bases del Régimen Local:

a) Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, a través 
del Presupuesto, la plantilla, que deberá comprender todos los puestos 
de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y eventual.

b) Las plantillas deberán responder a los principios de racionalidad, economía y 
eficiencia y establecerse de acuerdo con la ordenación general de la economía, 
sin que los gastos de personal  puedan rebasar los límites que se fijen con 
carácter general, salvo incorporación de remanentes de ejercicio anterior, en 
cuyo caso puede alcanzar el 10 por ciento del gasto de personal contemplado.

c)  Las Administraciones Públicas  estructurarán su organización  a través de 
relaciones de puestos de trabajo u otros instrumentos organizativos similares 
que  comprenderán,  la  denominación  de  los  puestos  y  los  grupos  de 
clasificación profesional. Las plantillas comprenderán los cuerpos o escalas, en 
su caso, a que estén adscritos, los sistemas de provisión y las retribuciones 
complementarias.

d)  Las  Administraciones  Públicas  podrán  asignar  a  su  personal  funciones, 
tareas o responsabilidades distintas a las correspondientes al puesto de trabajo 
que desempeñen siempre que resulten  adecuadas a  su  grado y  categoría, 
cuando las necesidades del servicio lo justifiquen ajustando las retribuciones al 
trabajo efectivamente realizado.

58. Según el artículo 89 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  reguladora de las 
Bases  del  Régimen  Local,  el  personal  al  servicio  de  las  entidades  locales 
estará integrado por:

a)  Funcionarios  de  carrera  y  funcionarios  de  administración  local  con 
habilitación de carácter nacional.

b)  Funcionarios  de  carrera,  contratados  en  régimen  de  derecho  laboral  y 
funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional.

c) Funcionarios de carrera, contratados en régimen de derecho laboral y 
personal eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento 
especial.

d) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.
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59. Según el artículo 84 y siguientes de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora  
de las Bases del Régimen Local, al tratar las licencias:

a) En caso de existencia de licencias o autorizaciones concurrentes entre una 
entidad local  y  otra  Administración,  bastará  la  acreditación  de la  licencia  o 
autorización de la otra Administración.

b) Con carácter general, el ejercicio de actividades se someterá a la obtención 
de licencia u otro medio de control preventivo.

c) Con carácter general, el ejercicio de actividades no se someterá a la 
obtención de licencia u otro medio de control preventivo.

d) Podrá exigirse una licencia u otro medio de control preventivo respecto a 
aquellas actividades económicas, sólo cuando esté justificado por razones de 
orden público, seguridad pública, o salud pública en el lugar concreto donde se 
realiza la actividad.

60. Según el artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento  
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  se  entenderá  por 
declaración responsable:

a) El documento suscrito por un interesado en el que este manifiesta, bajo su 
responsabilidad, que acreditará cuando le sea requerido por la Administración, 
los requisitos exigidos para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad 
o para su ejercicio, y que dispone de la documentación que así lo acredita, que 
la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida.

b) El  documento suscrito por un interesado en el  que este manifiesta, 
bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la 
normativa  vigente  para  obtener  el  reconocimiento  de  un  derecho  o 
facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo 
acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea 
requerida,  y  que  se  compromete  a  mantener  el  cumplimiento  de  las 
anteriores obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho 
reconocimiento o ejercicio.

c) El  documento suscrito por un interesado en el  que este se compromete, 
llegado el  momento,  a  acreditar  los  requisitos  establecidos en la  normativa 
vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad.

d) El documento suscrito por un interesado en el aporta documentación de que, 
a su parecer cumple con los requisitos legales para realizar una actividad o 
ejercer un derecho.
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61. Según el artículo 85 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  reguladora de las 
Bases  del  Régimen  Local,  cuando  los  servicios  públicos  locales  sean 
gestionados  mediante  Sociedad  mercantil  local,  cuyo  capital  social  sea  de 
titularidad pública, se trata de:

a) Gestión indirecta.

b) Gestión interpuesta.

c) Gestión por concesión.

d) Gestión directa.

62. Según el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, son causas de reintegro de la subvención:

a)  El  incumplimiento  total  o  parcial  del  objetivo,  de  la  actividad,  del 
proyecto  o  la  no  adopción  del  comportamiento  que  fundamentan  la 
concesión de la subvención.

b) Sólo el incumplimiento total del objetivo, de la actividad, del proyecto o la 
adopción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención.

c)  El  cumplimiento  defectuoso  de  las  obligaciones  impuestas  por  la 
Administración  a  las  entidades  colaboradoras  con  independencia  de  la 
imposibilidad  de  verificar  el  empleo  dado  a  los  fondos  percibidos,  el 
cumplimiento  del  objetivo,  la  realidad  y  regularidad  de  las  actividades 
subvencionadas,  o  la  concurrencia  de  subvenciones,  ayudas,  ingresos  o 
recursos  para  la  misma  finalidad,  procedentes  de  cualesquiera 
Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea 
o de organismos internacionales.

d) El cumplimiento inexacto de la obligación de justificación o la justificación 
suficiente.

63. Según el artículo 22 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, cuando habla del procedimiento mediante el cual la concesión 
de  las  subvenciones  se  realiza  mediante  la  comparación  de  las  solicitudes 
presentadas, a fin de establecer una prelación entre las mismas de acuerdo 
con los criterios de valoración previamente fijados en las bases reguladoras y 
en la convocatoria, y adjudicar, con el límite fijado en la convocatoria dentro del 
crédito disponible, aquellas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación 
de los citados criterios, se refiere al procedimiento de concesión:

a) En régimen de concurrencia competitiva.

b) En régimen de concesión directa.

c) En régimen de concurrencia simple.

d) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.
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64. Según el artículo 164 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo,  
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales,  las  entidades  locales  elaborarán  y  aprobarán  anualmente  un 
presupuesto general en el que se integrarán:

a) El presupuesto de la propia entidad y los estados de previsión de gastos e 
ingresos de las sociedades mercantiles cuyo capital social esté participado en 
al menos un 50 por ciento por la entidad local.

b) Los estados de gastos y los estados de ingresos.

c)  El  presupuesto  de  la  propia  entidad,  y  las  bases  de  ejecución  del 
presupuesto.

d) El presupuesto de la propia entidad, los de los organismos autónomos 
dependientes de esta y los estados de previsión de gastos e ingresos de 
las sociedades mercantiles cuyo capital social pertenezca íntegramente a 
la entidad local.

65.  Conforme  al  artículo  89  de  la  Ley  39/2025,  de  1  de  octubre,  del 
Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  la 
propuesta de resolución en los procedimientos sancionadores:

a) No deberá formularse cuando afecte a personas jurídicas.

b)  Deberá  formularse  en  todo  caso,  una  vez  incoados  los  expedientes 
sancionadores.

c) No deberá formularse cuando, de los hechos acreditados, resulte que afecta 
una persona aforada.

d)  No  deberá  formularse  cuando  se  concluyera  que  ha  prescrito  la 
infracción.

66. Conforme establece el artículo 31 de la Ley 39/2025, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, una de 
las  reglas  de  funcionamiento  del  registro  electrónico  de  las  expresadas  a 
continuación no es correcta:

a) Permitirá la presentación de documentos todos los días hábiles del año 
durante las veinticuatro horas.

b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se 
refiere al cumplimiento de plazos por los interesados, la presentación en un día 
inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente 
salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil.

c) Los documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva 
en el que lo fueron en el día inhábil. Los documentos presentados en el día 
inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo fueran el 
primer día hábil posterior.

d)  El  inicio  del  cómputo  de  los  plazos  que  hayan  de  cumplir  las 
Administraciones  Públicas  vendrá  determinado  por  la  fecha  y  hora  de 
presentación en el registro electrónico de cada Administración u organismo. 
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67.  Cuando de una resolución administrativa nazca una obligación de pago 
derivada de una sanción pecuniaria, multa o cualquier otro derecho que haya 
de abonarse a la Hacienda Pública, este se efectuará preferentemente:

a) Mediante tarjetas de crédito y débito.

b) En ningún caso podrán utilizarse tarjetas de crédito.

c) En ningún caso podrán utilizarse tarjetas de débito.

d)  Nunca  podrán  utilizarse  por  la  Hacienda  Pública  otros  medios  de  pago 
distintos a las transferencias, domiciliaciones bancarias o tarjetas de crédito.

68. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia 
o  a  solicitud  de  interesado,  declararán  de  oficio  la  nulidad  de  los  actos 
administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan 
sido recurridos en plazo que:

a) Sean anulables, previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano 
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma.

b)  Que  sean  constitutivos  de  una  infracción  penal,  previo  dictamen 
favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la 
Comunidad Autónoma. 

c) Los actos que incurran en desviación de poder,  sin necesidad de previo 
dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de 
la Comunidad Autónoma. 

d) Los actos de trámite que no impidan la prosecución de la tramitación del 
expediente,  previo  dictamen  favorable  del  Consejo  de  Estado  u  órgano 
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma. 

69.  A  falta  de  delegación,  el  órgano  competente  para  la  declaración  de 
lesividad en una Administración Local es:

a) El Pleno.

b) La Junta de Gobierno Local.

c) El alcalde o, en su caso, el presidente.

d) La Comisión Especial de Cuentas, si así se lo ha delegado el Pleno para los 
procedimientos relativos a la aprobación de las cuentas generales.
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70.  Conforme  a  la  Ley  39/2025,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, no resulta obligada la 
publicación de:

a)  Actos  que  tengan  por  destinatarios  a  una  pluralidad  indeterminada  de 
personas cuando sus efectos restrictivos sólo afecten a uno de los interesados.

b)  Se  trate  de  actos  integrantes  de  un  procedimiento  selectivo  o  de 
concurrencia competitiva de cualquier tipo.

c) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de 
concurrencia  competitiva  de  cualquier  tipo  y  se  hallan  indicado  los  medios 
sucesivos de publicación.  

d) Con carácter general los que afecten a personas jurídicas.

71. Salvo que reste menos para su tramitación ordinaria, los procedimientos de 
tramitación simplificada deberán resolverse:

a) En el plazo de tres meses.

b) En el plazo de treinta días.

c) En el plazo de sesenta días.

d) En el plazo de treinta días, prorrogable por diez días más.

72.  Las  hojas  de  aprecio  en  un  procedimiento  de  expropiación  forzosa  se 
formulan en la fase de: 

a) Declaración de utilidad pública e interés social. 

b) De determinación del justiprecio. 

c) Pago y toma de posesión. 

d) Declaración de necesidad de ocupación.

73.  Conforme  al  artículo  24  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  de 
Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  con 
carácter general el silencio administrativo tendrá efecto estimatorio en:

a) Los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se 
refiere el artículo 29 de la Constitución española.

b)  Los  procedimientos  cuya  estimación  tuviera  como  consecuencia  que  se 
transfirieran al solicitante facultades relativas al dominio público.

c) Los procedimientos iniciados a instancia de los particulares.

d) Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas.
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74. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso 
extraordinario  de  revisión  ante  el  órgano  administrativo  que  los  dictó,  que 
también será el competente para su resolución, dentro del plazo de cuatro años 
siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada: 

a) Cuando al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte 
de los propios documentos incorporados al expediente.

b) Cuando hayan aparecido documentos de valor esencial para la resolución 
del asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución 
recurrida.

c)  Cuando  en  la  resolución  hayan  influido  esencialmente  documentos  o 
testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a 
aquella resolución.

d) Cuando se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, 
violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado 
así en virtud de sentencia judicial firme.

75. En un procedimiento de expropiación forzosa se tramita en pieza separada: 

a) La exigencia de responsabilidad por demora. 

b) La determinación del justiprecio. 

c) El pago y toma de posesión. 

d) El derecho de reversión.

76. Corresponden al orden jurisdiccional contencioso-administrativo:

a) Las cuestiones expresamente atribuidas a los órdenes jurisdiccionales civil, 
penal y social, cuando estén relacionadas con la actividad de la Administración 
pública.

b) El recurso contencioso-disciplinario militar.

c)  Los  conflictos  de  jurisdicción  entre  los  Juzgados  y  Tribunales  y  la 
Administración pública y los conflictos de atribuciones entre órganos de una 
misma Administración.

d)  La  responsabilidad  patrimonial  de  las  Administraciones  públicas, 
cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de 
que derive, no pudiendo ser demandadas aquellas por este motivo ante 
los órdenes jurisdiccionales civil o social, aun cuando en la producción 
del  daño  concurran  con  particulares  o  cuenten  con  un  seguro  de 
responsabilidad.
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77.  De  los  siguientes  órganos,  no  forman  parte  del  orden  jurisdiccional 
contencioso-administrativo:

a) La Sala de lo Militar del Tribunal Supremo.

b) Los Juzgados Centrales de lo Contencioso-administrativo.

c) Las Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia.

d) Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional.

78. Uno de los siguientes instrumentos de planeamiento tiene el carácter de 
planeamiento de desarrollo: 

a) Los planes parciales.

b) Las normas urbanísticas de coordinación.

c) Los planes generales de ordenación urbana.

d) Las normas urbanísticas municipales.

79. Uno de los siguientes instrumentos de planeamiento no tiene el carácter de 
planeamiento general: 

a) Los planes generales de ordenación urbana.

b Las normas urbanísticas de coordinación.

c) Los planes especiales de protección.

d) Las normas urbanísticas municipales.

80. Los proyectos de delimitación del suelo urbano definen:

a) Los suelos urbanos comprendidos dentro de los planes parciales y de los 
Estudios de Detalle.

b) Los suelos urbanos de aquellos municipios carentes de planeamiento 
urbanístico.

c) Los suelos urbanos de las normas subsidiarias de planeamiento municipal 
de ámbito provincial.

d) Los suelos urbanos de las directrices de ordenación de ámbito subregional.
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Preguntas de reserva

81. Según el artículo 1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, dicha Ley tiene 
por objeto:

a) Actuar contra la violencia física o psíquica que se ejerce sobre las mujeres 
por parte de los hombres como manifestación de la discriminación, la situación 
de desigualdad y las relaciones de poder del existentes en la sociedad.

b)  Actuar  contra  la  violencia  que,  como  manifestación  de  la 
discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de 
los  hombres  sobre  las  mujeres,  se  ejerce  sobre  estas  por  parte  de 
quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan 
estado ligados a ellas  por  relaciones similares de afectividad,  aun sin 
convivencia.

c) Adoptar medidas de acción positiva para hacer reales y efectivos el derecho 
a la libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y la no discriminación de las 
mujeres, removiendo los obstáculos que impiden o dificultan su plenitud.

d) Actuar de manera integral a través de medidas de protección en el ámbito 
social, económico, procesal y jurídico contra la discriminación, la situación de 
desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, para 
el pleno cumplimiento del artículo 14 de la Constitución.

82. En un contrato de servicios, de conformidad con el artículo 90 de la Ley 
9/2017  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  la  solvencia 
técnica  o  profesional  puede  acreditarse  mediante  una  relación  de  los 
principales servicios o trabajos realizados de igual o similar naturaleza que los 
que constituyen el objeto del contrato en el curso de:

a) Como máximo los últimos cinco años, en la que se indique el importe, la 
fecha y el destinatario, público o privado de los mismos.

b) Como máximo los últimos tres años, en la que se indique el importe, la 
fecha y el destinatario, público o privado de los mismos.

c) Como máximo los últimos diez años, en la que se indique el importe, la fecha 
y el destinatario, público o privado de los mismos.

d) Como máximo los últimos dos años, en la que se indique el importe, la fecha  
y el destinatario, público o privado de los mismos.

83. ¿A quién corresponde, en exclusiva, la potestad originaria para establecer 
tributos?

a) Al Gobierno.

b) Al Estado.

c) A las Cortes Generales.

d) Al Estado y a las Comunidades Autónomas mediante Ley.
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84. El devengo de las tasas tendrá lugar:

a) El 1 de enero de cada año. 

b) Cuando se inicie el uso privativo o el aprovechamiento especial, o cuando se 
inicie la prestación del servicio o la realización de la actividad, sin que se pueda 
exigir el depósito previo de su importe total o parcial.

c)  Cuando se  presente  la  solicitud  que  inicie  la  actuación  o  el  expediente, 
pudiéndose  realizar  o  tramitar,  aunque  no  se  haya  efectuado  el  pago 
correspondiente.

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

85. Según el artículo 1.1 de la Constitución española, España se constituye en 
un  Estado  social,  democrático  y  de  derecho,  que  propugna  como  valores 
superiores de su ordenamiento jurídico:

a) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

b) La libertad, la igualdad, la justicia y el parlamentarismo.

c) La justicia, la libertad, la seguridad y la descentralización.

d) La indisolubilidad de la nación española y el derecho a la autonomía de las 
nacionalidades y regiones que la integran.

86. En el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, las 
Administraciones Públicas, según establece el artículo 129 de la Ley 39/20215, 
de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las 
Administraciones Públicas, actuarán de acuerdo con los siguientes principios:

a) Oportunidad, legalidad y seguridad.

b) Participación, igualdad y responsabilidad. 

c)  Necesidad,  eficacia,  proporcionalidad,  seguridad  jurídica, 
transparencia, y eficiencia.

d)  Legalidad,  jerarquía  normativa,  publicidad  de  las  normas  y  seguridad 
jurídica. 

87.  Según el  artículo  53  de la  Ley 47/2003,  de  26 de noviembre,  General  
Presupuestaria,  las  modificaciones  que  incrementan  los  créditos  como 
consecuencia  de  la  realización  de  determinados  ingresos  no  previstos  o 
superiores a los contemplados en el presupuesto inicial, son:

a) Créditos extraordinarios y suplementos de crédito en el presupuesto de los 
organismos autónomos.

b) Transferencias de crédito.

c) Generaciones de crédito.

d) Ampliaciones de crédito.
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88. Según el artículo 184.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, la gestión del presupuesto de gastos se realizará en las siguientes 
fases cuyo contenido se establecerá reglamentariamente:

a)  Autorización  de  gasto,  disposición  o  compromiso  de  gasto, 
reconocimiento o liquidación de la obligación y ordenación de pago.

b) Retención de crédito, autorización de gasto, reconocimiento de la obligación 
y Ordenación de pago.

c) Retención de crédito, autorización de gasto, disposición o compromiso de 
gasto, Reconocimiento de la obligación, ordenación de pago y contabilización 
del pago.

d)  Disposición  o  compromiso  de  gasto,  reconocimiento  de  la  obligación, 
ordenación de pago y contabilización del pago.
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